En la ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires, a los 16 días del mes de mayo de dos mil seis, se reúnen los señores jueces doctores Juan Carlos Ursi, Ricardo Borinsky y Carlos Alberto Mahiques, con la presidencia del primero de los nombrados, para resolver en el recurso de casación interpuesto en la causa Nº 3297 del registro de la Sala (registro de Presidencia Nº 14013), caratulada “Recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal en causa 6251 seguida a R., E. M.”, conforme al siguiente orden de votación: MAHIQUES – BORINSKY – URSI.

ANTECEDENTES

1º) Contra la resolución dictada por la Sala IV de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de La Plata, que decidió declarar inadmisible el recurso de apelación deducido contra el auto que declara la nulidad del secuestro practicado, no haciendo lugar a la detención requerida en la investigación preparatoria, interpuso recurso de casación el señor agente fiscal departamental, doctor Carlos Esteban Gómez, denunciando la violación a los artículos 106, 153 inc. 4, 222, 226 segundo párrafo, 294, 439 del Código Procesal Penal, 18 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional y 10 y 15 de la Constitución Provincial.

Consideró el recurrente que la cuestión sometida a conocimiento resulta de extrema gravedad institucional por encontrarse afectadas las facultades de investigación otorgadas a la parte que representa y a las fuerzas policiales.

Al respecto, el impugnante se agravió de que la resolución de la Cámara haya sido fundada en una interpretación “in mala partem” del artículo 421 del Código Procesal Penal, omitiendo brindar un adecuado marco a la defensa en juicio del Ministerio Público, Fiscal tornando irreversible la resolución del “a quo” y violando el principio de debido control de la actividad jurisdiccional por el superior.

Por otra parte, sostuvo que la decisión adoptada por el juzgado de garantías implica desconocer las facultades otorgadas por el orden jurídico a los funcionarios policiales y al Ministerio Público Fiscal, al decretar la nulidad de los secuestros y no convalidar la detención solicitada, frustrando de este modo los fines de la investigación.

2º) El recurso fue concedido por el tribunal de grado (fs. 37/38), radicándose los autos en la Sala (fs. 42).

3º) La señora defensora oficial adjunta ante este Tribunal, doctora Susana Edith De Seta, postuló el rechazo de la impugnación, advirtiendo que la resolución atacada no reviste el carácter de sentencia definitiva, ni se encuentra equiparado a aquella por sus efectos, en los términos del artículo 450 párrafo segundo del código adjetivo y que dicho recurso carece de fundamentación legal.

4º) Conforme al trámite previsto en el artículo 465 del C.P.P., tras deliberar, y sometido el recurso a consideración del Tribunal, se plantearon y votaron las siguientes 

CUESTIONES

Primera: ¿es admisible el recurso de casación interpuesto?, en su caso ¿resulta procedente?

Segunda: ¿qué decisión corresponde adoptar?

A la primera cuestión, el señor juez doctor Mahiques dijo:

I) Este Tribunal de Casación se pronunció en pleno (Acuerdos plenarios Nº 2924 y 5627, respectivamente) a favor del criterio restrictivo acerca de la interpretación de cuáles son las resoluciones impugnables ante esta sede, como así también por la reafirmación del principio de taxatividad en la determinación del objeto de los recursos.

La referida doctrina judicial permite aseverar que la decisión cuestionada no reviste el carácter de “sentencia definitiva” a la luz del artículo 450 de dicho cuerpo legal, ya que tanto por su naturaleza, como por los efectos que de ella derivan, no se obsta a la continuación de las actuaciones.

II) Por lo expuesto, y como además no se advierten en la presente circunstancias límites de arbitrariedad, denegación de justicia, absurdo o gravedad institucional que habiliten excepcionar  la regla general antes enunciada, la ausencia de los requisitos objetivos exigidos en la disposición legal citada acarrea la inadmisibilidad del remedio intentado (arts. 450, 456 y 465 inc. 2do. del C.P.P.).

III) Lo antes expuesto pone de manifiesto que el recurso en trato fue erróneamente concedido, pues el examen de admisibilidad formal de la impugnación, a cargo en primer término del tribunal de grado, incluye la constatación de todos los requisitos formales correspondientes a la vía impugnativa intentada, entre los que cuentan aquellos establecidos en los artículos 450 y 451 del código Procesal Penal respecto del recurso de casación. Ello se vea obligado a reexaminar cuestiones manifiestamente improcedentes, que generan un inútil dispendio jurisdiccional.

En el sentido expuesto, carece por caso de derecho para interponer el recurso, en los términos del artículo 433 del Código Procesal Penal, quien no explicita suficientemente el agravio como consecuencia de lo resuelto o el interés directo en hacerlo, o quien dirige su impugnación contra una decisión respecto de la cual carece de facultades para hacerlo, o cuando aquella no es impugnable a través de la vía intentada, como así cuando al momento de impugnar no se presentan en forma mínimamente suficiente los motivos que harían procedente la vía recursiva elegida.

En tales supuestos si el tribunal de mérito advierte –lo que no ocurrió en la especie- que la decisión atacada no constituye una sentencia definitiva ni un auto equiparado  a ella, según las reglas interpretativas fijadas en el fallo plenario antes citado (respecto del artículo 450 del código adjetivo), debió rechazar el recurso de casación interpuesto contra dicha resolución, evitando así el consecuente dispendio jurisdiccional.

En razón de los argumentos antes expuestos, a la primera cuestión, VOTO POR LA NEGATIVA.

A la primera cuestión, el señor juez doctor Borinsky dijo:

I.-  Si bien es cierto que el tema traído involucra cuestiones de carácter procesal que no revisten el carácter de definitivas, no es menos exacto que la resolución de la Cámara que declara inadmisible, formalmente, con sustento en la ausencia de gravamen, el recurso de apelación contra la resolución nulificatoria del juez de garantías, contiene un agravio de tardía e insuficiente reparación ulterior, en razón de cercenar la actividad persecutoria mencionada en el escrito de formalización del recurso.

Por ello, corresponde desechar toda interpretación que, con base en el estricto apego a la formalidad procedimental, termine produciendo la impotencia del propio órgano jurisdiccional, a cuya mejor y más justa labor aquellas deben servir.

Sumo a lo expuesto, que las afirmaciones de excesiva latitud contenidas en el dispositivo del juez de garantías que se recurriera en apelación muestran autocontradicción, por la inconciliable oposición de sus términos que, prácticamente, afirman y niegan al mismo tiempo cuando, por un lado, se declara la nulidad del secuestro practicado que sustenta la investigación, y por el otro se sostiene que se ha malogrado la labor policial al advertir la existencia de un delito, tornando en arbitraria la resolución del juez de garantías, por lo que debe descalificarse la decisión de la Cámara que, por exceso de ritualismo formal consagra una solución que veda el acceso a la verdad forense y equivale a una renuncia al logro de la misma.

En consecuencia, de conformidad a lo establecido en los artículos 18 de la Constitución Nacional, 15 de la Constitución Provincial y 450 del Código Procesal Penal y cuanto resulta del plenario de cita en el primer voto, estimo admisible la impugnación.

Sentado lo expuesto, ya me estoy pronunciando por la procedencia del recurso.

Considero a tal fin, que la decisión del juez de grado que declaró la nulidad del secuestro llevado a cabo en el procedimiento obrante en copias a fs. 1/4, no es ajustada a derecho, desde que tales actos no vulneraron las normas procesales que se mencionan,  pues, como relata el propio magistrado, el personal de la Dirección de Prevención de Delitos con la propiedad del Automotor del Ministerio de Seguridad, ingresó al comercio de “Autopartes Esteban” y, con la anuencia de su responsable, decidió inspeccionarlo, ante la presencia de un testigo, y en el marco legal correspondiente a la inspección y verificación de los registros, conforme a lo normado por el artículo 87 inciso “b” del Decreto 8031/77.

En esas circunstancias, es que verificaron la existencia de piezas de vehículos con pedidos de secuestro activos, provenientes de diversos ilícitos (ver, además constancias de copias en fs. 5/16), incautándose tales efectos y procediendo a la aprehensión del responsable del local, en los términos del artículo 153 del Código Procesal Penal, a consecuencia, precisamente, del cumplimiento de los deberes por parte de los funcionarios que, además, actuaron dentro de los parámetros  de necesidad y urgencia que imponían las circunstancias, dentro de las atribuciones conferidas por el artículo 294 inciso 5º, en relación al 219, 222 y concordantes del Código Procesal Penal.

En efecto. Como adelantara, en el marco de un operativo público de control, motivado en políticas tendientes a la prevención de delitos, tal y como quedara plasmada en el acta inicial, luego de proceder a la revisión de los efectos, se procedió al secuestro de los mismos, por tratarse de elementos provenientes de distintos delitos y procurar su preservación, dando la inmediata comunicación al Ministerio Público Fiscal y al Juez de Garantías en turno (ver fs. 3 y 4), tal como exige el inciso 5º “in fine” del mencionado artículo 294.

Por lo demás, también lleva razón el Fiscal de origen cuando advierte que existen contradicciones en el pronunciamiento atacado cuando, por un lado, se admite que la aprehensión y los secuestros se realizaron bajo el amparo de la ley 11.922 y por el otro, se dice que la ley contravencional no autoriza actuaciones respecto de acciones tipificadas en el Código Penal, soslayándose el contenido de las normas anteriormente mencionadas, como el artículo 3º del Decreto 8031/77, en cuanto establece la aplicación supletoria para el mismo, de la Parte General del Código Penal y las concordantes de los artículos 266 inciso 1º, 268 inciso 3º y 293 del Código Procesal Penal.

En virtud de lo expuesto, considero que corresponde declarar procedente el recurso, casando el pronunciamiento impugnado, declarando la validez del secuestro plasmado en el acta de inicio (artículos 219, 222 a contrario, 294, 448, 451, 465 del Código Procesal Penal y 87 inciso 2º del Decreto 8031/77, además de los restantes citados).

Por ello, a esta primera cuestión, con el alcance indicado, VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la primera cuestión el señor juez doctor Ursi dijo:

I.- Que el recurso es admisible porque se dirige contra una resolución equiparable a definitiva por su efectos, toda vez que la decisión que retrograda el proceso a etapas cumplidas para continuar una investigación en la que no existe un curso independiente de prueba prescindiendo de los actos invalidados, porta virtualmente los efectos de un sobreseimiento.

II.- Por lo demás, ha sido interpuesto en tiempo y forma por quien tiene derecho a hacerlo, mediante un escrito fundado en el que se citan las disposiciones legales que se estiman inobservadas, si describen los motivos de agravios y la relación genérica que media entre ellos y la solución que se pretende (artículos 450, 451, 452, 456 y cc del C.P.P.)

III.- Finalmente, con estos, agregados, adhiero en lo demás al voto del doctor Borinsky, por sus fundamentos y a esta primera cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Mahiques dijo:

Que de conformidad al resultado que arroja el tratamiento de la cuestión anterior corresponde declarar procedente el recurso interpuesto, casar el pronunciamiento impugnado y declarar la validez del secuestro plasmado en el acta de inicio (artículos 219, 222 a contrario, 294, 448, 451, 465 del Código Procesal Penal y 87 inciso 2º del Decreto 8031/77).

ASI LO VOTO.

A la segunda cuestión los señores jueces doctores Ursi y Borinsky dijeron:

Que adhieren el voto del doctor Mahiques, por sus fundamentos.

Con lo que se dio por terminado el Acuerdo, dictando el Tribunal la siguiente

SENTENCIA

I.- DECLARAR PROCEDENTE el recurso interpuesto.

II.- CASAR EL PRONUNCIAMIENTO impugnado.

III.- DECLARAR la validez del secuestro plasmado en el acta de inicio.

Rigen los artículos 18 de la Constitución Nacional; 15 de la Constitución Provincia; 153, 219, 222 a contrario, 294 inciso 5º, 448, 451, 465 del Código Procesal Penal y 87 inciso 2º del Decreto 8031/77.

Regístrese y remítase a la Mesa Unica General de Entradas del Tribunal para su notificación y oportuno archivo.

Fdo: Carlos Alberto Mahiques – Ricardo Borinsky – Juan Carlos Ursi

Ante mí: Karina Echenique
